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Número UEC/DJEC/M/053/2019 
Palacio Legislativo, a 28 de febrero de 2019 

 
Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de febrero de 2019. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 
febrero de 20191, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la 
Unidad de Evaluación y Control: 
INICIO 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y 
RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LOS SUJETOS 
OBLIGADOS EN SU CALIDAD DE DEPOSITARIOS DEBEN NOTIFICAR Y OBTENER 
EL CONSENTIMIENTO DE LOS PARTICULARES TITULARES DE LA INFORMACIÓN 
SOLICITADA A TRAVÉS DE UNA CONSULTA DE ACCESO, PARA QUE 
MANIFIESTEN Y PUEDAN EJERCER LO QUE A SU DERECHO CONVENGA. 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LAS INSTITUCIONES 
DE CRÉDITO ESTÁN OBLIGADAS A OBTENER EL CONSENTIMIENTO EXPRESO DE 
LOS TERCEROS INTERESADOS (CUENTAHABIENTES), CON MOTIVO DE UNA 
SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN REQUERIDA POR UNA AUTORIDAD 
REGULADORA, EN RESPETO A SU DERECHO DE AUDIENCIA Y PARA QUE 
MANIFIESTEN LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA. 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA CONSULTA RELATIVA QUE AL EFECTO 
PRESENTEN LOS SOLICITANTES, DEBE CUMPLIR CON LOS REQUISITOS 
CONSTITUCIONALES PARA EJERCER EL DERECHO DE PETICIÓN. 

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL ESTADO DE HIDALGO. LE RESULTAN 
APLICABLES LAS REGLAS DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA DE LOS MIEMBROS DE LA SECRETARÍA DE 
SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. QUIEN ES SUJETO DE 
ÉSTA, CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER AMPARO INDIRECTO 
EN SU CONTRA, SALVO QUE SE DECRETE LA SUSPENSIÓN PREVENTIVA DE SUS 
LABORES. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

AMPARO ADHESIVO. POR SU NATURALEZA ACCESORIA LE SON APLICABLES LAS 
CAUSALES DE IMPROCEDENCIA PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIONES 
IX, X, XII, XIII, XIV Y XXI, DE LA LEY DE LA MATERIA, ENTRE OTRAS. 

 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 1, 8, 15 y 22 de febrero de 2019. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019336  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de febrero de 2019 10:17 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XI/2019 (10a.)  
 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LOS SUJETOS 
OBLIGADOS EN SU CALIDAD DE DEPOSITARIOS DEBEN NOTIFICAR Y OBTENER 
EL CONSENTIMIENTO DE LOS PARTICULARES TITULARES DE LA INFORMACIÓN 
SOLICITADA A TRAVÉS DE UNA CONSULTA DE ACCESO, PARA QUE MANIFIESTEN 
Y PUEDAN EJERCER LO QUE A SU DERECHO CONVENGA. 
 
De la interpretación conjunta y armónica de las disposiciones previstas en la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, particularmente en sus artículos 113, 
116 y 120, así como los correlativos 110, 113 y 117 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, complementadas con los numerales 1, 3, fracción XI, 20 
y 31, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, se advierte que los sujetos obligados, en su calidad de depositarios de la 
información solicitada a través de una consulta de acceso y cuya titularidad corresponda a 
un tercero, persona física o moral, tienen la obligación de notificar y obtener el 
consentimiento expreso para que los titulares de los datos solicitados puedan manifestar lo 
que a su derecho convenga, en respeto a su derecho de audiencia, e incluso ejerzan sus 
derechos ARCO (acceso, rectificación, cancelación y oposición al tratamiento de datos 
personales), en especial, el derecho a negar el acceso u oponerse a la divulgación de cierta 
información confidencial o que puede ser objeto de reserva y que se encuentra en posesión 
de un sujeto obligado o del propio Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu 
Lizárraga Delgado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019335  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de febrero de 2019 10:17 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XIII/2019 (10a.)  
 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LAS INSTITUCIONES 
DE CRÉDITO ESTÁN OBLIGADAS A OBTENER EL CONSENTIMIENTO EXPRESO DE 
LOS TERCEROS INTERESADOS (CUENTAHABIENTES), CON MOTIVO DE UNA 
SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN REQUERIDA POR UNA AUTORIDAD 
REGULADORA, EN RESPETO A SU DERECHO DE AUDIENCIA Y PARA QUE 
MANIFIESTEN LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA. 
 
De la interpretación conjunta y armónica de las disposiciones previstas en la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, particularmente de sus artículos 113, 
116 y 120, así como los correlativos 110, 113 y 117 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, complementadas con los numerales 6, 8, 10, 16 y 37 de 
la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, deriva 
que las instituciones de crédito, en su calidad de depositarias de la información financiera 
y datos personales de sus cuentahabientes, antes de entregar la información solicitada por 
una autoridad reguladora con motivo de una consulta de acceso a la información, están 
obligadas en todo momento a informar sobre el tratamiento, e incluso, a obtener el 
consentimiento expreso –que es en el que se manifiesta la voluntad, verbalmente, por 
escrito, por medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología o mediante signos 
inequívocos– de los titulares de los datos personales o de la información financiera 
requerida, con la finalidad de respetar de manera efectiva su derecho de audiencia y para 
que manifiesten lo que a su interés convenga. De esta manera, el aviso de privacidad que 
formulan las instituciones referidas debe contener por disposición legal expresa, entre otros 
aspectos, los medios necesarios para que los titulares o cuentahabientes puedan ejercer 
sus derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición (ARCO). En esa virtud, si 
bien debe darse garantía de audiencia al titular de la información pública, en este caso a la 
institución financiera, cuando el ente obligado reciba una solicitud al respecto, lo cierto es 
que también debe respetarse dicha prerrogativa cuando éste solicite a la institución 
bancaria información que contenga datos personales de sus clientes o cuentahabientes, 
pues no debe perderse de vista que es depositario de esa información. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu 
Lizárraga Delgado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019291  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de febrero de 2019 10:17 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XII/2019 (10a.)  
 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA CONSULTA RELATIVA QUE AL EFECTO 
PRESENTEN LOS SOLICITANTES, DEBE CUMPLIR CON LOS REQUISITOS 
CONSTITUCIONALES PARA EJERCER EL DERECHO DE PETICIÓN. 
 
El artículo 6o., apartado A, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar 
su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la 
rectificación de éstos; de esta manera, la solicitud de acceso a la información pública que 
al efecto presenten los particulares, no tendrá como requisito demostrar el interés, la 
finalidad por la que se solicitan los datos respectivos o su identidad; no obstante, el hecho 
de que sea una petición dirigida a servidores públicos, no la exime de cumplir con los 
requisitos constitucionales previstos en el artículo 8o. de la Ley Fundamental, por lo que 
deberá formularse por escrito, de manera pacífica y respetuosa. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu 
Lizárraga Delgado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019368  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de febrero de 2019 10:24 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XV.4o. J/3 (10a.)  
 

INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA DE LOS MIEMBROS DE LA SECRETARÍA DE 
SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. QUIEN ES SUJETO DE 
ÉSTA, CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER AMPARO INDIRECTO EN 
SU CONTRA, SALVO QUE SE DECRETE LA SUSPENSIÓN PREVENTIVA DE SUS 
LABORES. 
 
De los artículos 109, fracción III, primer párrafo y 123, apartado B, fracción XIII, segundo 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 144, 151 y 152 de la 
Ley de Seguridad Pública, así como 77, fracciones IV, VII, VIII, IX, X y 78, fracciones I, II y 
IV, del Reglamento Interno de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Baja 
California, se advierte tanto la facultad constitucional de iniciar e instruir el procedimiento 
de investigación contra los servidores públicos, a fin de determinar las responsabilidades a 
que haya lugar y, en su caso, imponer las sanciones correspondientes, como la diversa 
facultad exclusiva para la investigación administrativa de los miembros de la Secretaría de 
Seguridad Pública de la entidad mencionada, la cual corresponde a la Contraloría Interna, 
esto es, a la Dirección de Asuntos Internos, quien tiene a su cargo, por mandato legal y 
reglamentario, el inicio de la investigación previa, con la finalidad de allegarse de elementos 
que permitan concluir con objetividad sobre la existencia de la conducta imputada. En estas 
condiciones, las actuaciones generadas en esa fase de investigación son distintas del inicio 
del procedimiento administrativo de separación definitiva o de responsabilidad 
administrativa de aquéllos, el cual puede generar perjuicio en su esfera jurídica. Asimismo, 
el director de Asuntos Internos de la Secretaría señalada, al iniciar una investigación 
administrativa relacionada con un miembro de esa dependencia, cumple con una función a 
su cargo, esto es, vigilar que el desempeño de los elementos que integran la seguridad 
pública corresponda a los intereses de la colectividad. Por tanto, dado el interés social que 
subyace en la investigación administrativa, como parte de la obligación constitucional y legal 
del órgano de control interno, se concluye que quien es sujeto de ésta, carece de interés 
jurídico para promover el amparo indirecto en su contra, debido a que no existe derecho 
particular alguno que emane de la Constitución ni de las leyes secundarias, oponible al 
interés general de que se investiguen los hechos o conductas de los miembros de las 
instituciones policiales del Estado. Estimar lo contrario, sería anteponer el interés particular 
al de la sociedad, así como entorpecer las facultades y obligaciones conferidas al órgano 
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de control interno de los cuerpos policiacos, respecto de lo cual, la colectividad está 
interesada en que se lleve a cabo. Además, las actuaciones generadas en la fase de 
investigación constituyen actos previos a un procedimiento seguido en forma de juicio, las 
cuales no generan agravio personal ni directo al servidor público objeto de éstas, ya que el 
inicio y conclusión del procedimiento administrativo de separación del cargo es lo que, en 
todo caso, le afecta; sin perjuicio de que pueda actualizarse una excepción que justifique la 
procedencia del amparo, cuando la violación vulnere directamente los derechos sustantivos 
del quejoso, como podría ser que la autoridad responsable decrete la suspensión preventiva 
de sus labores, mientras se lleva a cabo la investigación. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 459/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fabricio Fabio Villegas Estudillo. Secretaria: Cinthya Ivette Valenzuela Arenas. 
 
Amparo en revisión 440/2017. Fernando Llanes Santiago. 24 de mayo de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: David Guerrero Espriú. Secretario: Félix Arturo Castillo Ramírez. 
 
Amparo en revisión 338/2018. Alejandro Horacio Rodríguez Acosta. 15 de noviembre de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Isaías Corona Coronado. Secretario: Vicente Román 
Estrada Vega. 
 
Amparo en revisión 258/2018. Joel Espinosa Uvalle. 11 de enero de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Fabricio Fabio Villegas Estudillo. Secretario: Juan Carlos Vázquez Medina. 
 
Amparo en revisión 462/2018. Edna Carolina Montoya Gaxiola. 11 de enero de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fabricio Fabio Villegas Estudillo. Secretaria: Cinthya Ivette 
Valenzuela Arenas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019287  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de febrero de 2019 10:10 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a. X/2019 (10a.)  
 

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL ESTADO DE HIDALGO. LE RESULTAN APLICABLES 
LAS REGLAS DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN. 
 
Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015, se 
reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en materia de combate a la corrupción, de donde surgió el 
Sistema Nacional Anticorrupción, el cual, en términos del artículo 113 de la Ley Suprema, 
es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno 
competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y 
hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Ahora, si 
de acuerdo con la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, el 
patrimonio de esa institución educativa se constituye, entre otros, por las aportaciones 
ordinarias y extraordinarias que la Federación, el Estado y los Municipios le otorguen, se 
concluye que es sujeto de ese Sistema, pues la circunstancia de que parte de su patrimonio 
se integre por recursos públicos la obliga a observar las reglas respectivas, siempre y 
cuando no se atente contra el principio de autonomía universitaria reconocido por el artículo 
3o. de la Constitución Federal. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 311/2018. Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo. 3 de octubre 
de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos, y Javier Laynez Potisek manifestó que 
formularía voto concurrente. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019296  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de febrero de 2019 10:17 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T.55 K (10a.)  
 

AMPARO ADHESIVO. POR SU NATURALEZA ACCESORIA LE SON APLICABLES LAS 
CAUSALES DE IMPROCEDENCIA PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIONES IX, 
X, XII, XIII, XIV Y XXI, DE LA LEY DE LA MATERIA, ENTRE OTRAS. 
 
De conformidad con el artículo 182 de la Ley de Amparo, algunas de las reglas del amparo 
directo, como son las causales de improcedencia previstas en el numeral 61, son aplicables 
al amparo adhesivo, pues éste tiene como objeto permitir que quien resultó favorecido con 
la emisión de una sentencia definitiva, laudo o resolución que puso fin al juicio, acuda ante 
el órgano constitucional donde se tramite un juicio de amparo directo contra esa 
determinación, a exponer razonamientos para fortalecer las consideraciones de aquélla o 
impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica, en relación con 
violaciones procesales o con violaciones en el dictado de la sentencia que le pudieran 
perjudicar al declararse fundado un concepto de violación planteado en el amparo principal. 
En este sentido, conforme a la fracción XXIII del artículo 61 aludido, en relación con los 
numerales 181 y 182, son aplicables a la vía adhesiva, las causas de improcedencia 
previstas para el amparo directo principal, en las fracciones IX, X, XII, XIII, XIV y XXI del 
citado numeral 61, en los supuestos siguientes: IX (cosa juzgada), cuando se trata de un 
acto dictado en cumplimiento de una sentencia de amparo, esto es, si en una ejecutoria 
federal se definió la suerte del quejoso adhesivo, sin otorgar plenitud de jurisdicción a la 
responsable, por lo que lo resuelto al respecto, ya no podría ser materia de un nuevo 
análisis en la instancia constitucional; X (litispendencia), hipótesis que se presenta cuando 
la quejosa adhesiva, por su propio derecho o por conducto de su apoderado legal, 
promueve un segundo amparo adhesivo, en un amparo directo en el cual se hubiese 
admitido, de forma previa, uno diverso contra el mismo acto reclamado y autoridad 
responsable, aun cuando las violaciones constitucionales alegadas en ese segundo escrito, 
sean diversas a las primeras; XII (falta de interés jurídico o legítimo), cuando el quejoso 
adhesivo no es parte en el juicio de origen o la sentencia reclamada no le es favorable, por 
lo cual, no tiene interés en que ésta subsista y debe, en todo caso, acudir a la vía principal 
a hacer valer sus defensas; XIII (consentimiento expreso), cuando manifiesta su 
conformidad con la sentencia, laudo o resolución que pone fin al juicio, mediante la 
celebración de un convenio en el que se acoge a sus resultas; XIV (consentimiento tácito, 
extemporaneidad), cuando no se promueve dentro del plazo de 15 días previsto en el 
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artículo 181; y, XXI (cesación de efectos), cuando en el amparo principal se otorga la 
protección constitucional solicitada para el efecto de que la autoridad responsable deje 
insubsistente la sentencia, laudo o resolución reclamada que puso fin al juicio y se reponga 
el procedimiento, sin que subsista alguna consideración de aquella determinación; entre 
otras. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 16/2018. 11 de octubre de 2018. Mayoría de votos. Disidente y 
Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado. 
 
Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción 
de tesis 450/2018, pendiente de resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 


